El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DERECHOS A LA EDUCACIÓN Y AL MÍNIMO VITAL / SUBSIDIO DE SOSTENIMIENTO POR PARTE DEL ICETEX / PRINCIPIO DE INMEDIATEZ / SI NO SE CUMPLE DEBEN EXPONERSE LAS RAZONES QUE JUSTIFIQUEN LA DEMORA EN RECLAMAR.
Uno de los principios que caracterizan la tutela es el de la inmediatez, en virtud del cual, a pesar de no existir un término de caducidad para instaurarla, quien considere lesionado un derecho fundamental del que es titular, debe acudir a ese mecanismo excepcional de defensa judicial en un plazo razonable y oportuno a partir de la ocurrencia del hecho que le causa el agravio. (…)
… el actor encuentra lesionados sus garantías fundamentales en la falta de concesión del subsidio de sostenimiento, al que dice tener derecho.

Este hecho se produjo el 18 de diciembre de 2015, ya que en esa fecha se llevó a cabo la adjudicación del crédito académico, momento para el cual se define también lo relativo al reconocimiento de aquel subsidio, tal como… lo explicó la entidad demandada.

Sin embargo, solo el 11 de octubre de este año se solicitó protección constitucional. Es decir, que transcurrieron más de tres años desde el momento en que la entidad accionada se abstuvo de reconocer el mencionado subsidio, sin que haya actuado el actor con la urgencia y prontitud con que ahora demanda el amparo y no se advierte la existencia de una justa causa que explique los motivos por los que permitió que el tiempo transcurriera sin promover la acción ya que ninguna consideración al respecto hizo en la demanda con la que se inició el proceso que permitía deducirla.

Así las cosas, tal como lo planteó la entidad demandada, el amparo reclamado resulta improcedente, pues si el actor consideró afectados sus derechos fundamentales con la citada decisión, ha debido acudir ante los jueces constitucionales dentro de un término razonable en busca de su protección. Empero, como a ello no procedió, se permite inferir el desinterés de su parte en lograr un amparo oportuno.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA


Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos


Pereira, diciembre dos (2) de dos mil diecinueve (2019) 


Acta No. 604 del 2 de diciembre de 2019

      
Expediente No. 66001-31-21-001-2019-00081-01
Procede la Sala a resolver la impugnación que formuló el Instituto Colombiano de Crédito Educativo y Estudios Técnicos en el Exterior –Icetex-, frente a la sentencia proferida por el Juzgado Primero Civil del Circuito Especializado en Restitución de Tierras de Pereira, el 22 de octubre pasado, en la acción de tutela que instauró el señor Cristian Etiven Quelal Enríquez contra el recurrente, a la que fue vinculada la Dra. Évelyn Carolina Avendaño Castro, funcionaria de la entidad demandada.
A N T E C E D E N T E S

1. Relató el demandante los hechos que admiten el siguiente resumen: 

1.1 Se encuentra matriculado en el séptimo semestre del programa de medicina ofertado por la Universidad Autónoma de Las Américas.   
1.2 Para cursar esa carrera el Icetex, desde el primer semestre iniciado en el año 2016, le concedió crédito educativo y de sostenimiento en la modalidad de “líneas tradicionales”.

1.3 Resultó beneficiado con el  préstamo porque cumplió los requisitos exigidos en el Acuerdo 13 de 2015, expedido por la junta directiva del Icetex; su grupo familiar se encuentra afiliado al régimen subsidiado de salud y él está registrado en el Sisbén desde el año 2009, con un puntaje de 29,66.
1.4 La accionada negó la concesión del subsidio de sostenimiento, en razón a que no colmaba los presupuestos establecidos en la norma vigente para el momento en que presentó la correspondiente solicitud.
1.5 Su familia carece de los recursos económicos para costear sus estudios y los gastos de sostenimiento “en una ciudad lejana a mi hogar”.
1.6 De conformidad con lo manifestado verbalmente por el Icetex, la razón de aquella negativa obedeció a que se encontraba registrado en el Sisbén con tarjeta de identidad y que la solicitud del crédito se presentó con cédula de ciudadanía, motivo por el cual no obtuvo esa entidad información sobre su puntaje, al no aparecer en las respectivas bases de datos.   

1.7 La decisión de la accionada “no tiene sentido ya que solo era corroborar que la persona era la misma y a pesar de mis peticiones no fue posible obtener el beneficio a que tengo derecho”.

2. Considera lesionados los derechos a la educación y al mínimo vital. Para protegerlos solicita se ordene al Icetex: a) liquidar los subsidios correspondientes a partir del primer semestre del año 2017 hasta el segundo del presente, así como los restantes, más los respectivos intereses y b) consignar en su cuenta el valor del subsidio de sostenimiento, de acuerdo con los valores legalmente autorizados para este año y los subsiguientes, hasta que termine los estudios de pregrado.   
A C T U A C I Ó N   P R O C E S A L

1. Por auto del pasado 15 de julio se admitió la acción y se ordenó correr traslado al presidente del Icetex.

2. La Jefe de la Oficina Jurídica de esa entidad se pronunció para manifestar lo siguiente: a) de conformidad con la certificación expedida por el Grupo de Crédito de esa entidad el señor Cristian Etiven Quelal Enríquez es beneficiario de crédito estudiantil en la modalidad de matrícula, otorgado el 18 de diciembre de 2015 para cursar el programa de medicina en la Fundación Universitaria Autónoma de Las Américas. Con el fin de establecer el cumplimiento de los requisitos para acceder a algunos préstamos, el Icetex se debe remitir a la información reportada por el Departamento Nacional de Planeación en el Sisbén. En este caso, los datos que allí reposan evidencian que a la fecha de la adjudicación del crédito, el accionante no se hallaba registrado en esos listados “con documento de identidad No. 1085334668”; b) según esa constancia, el incumplimiento de los presupuestos para acceder al subsidio de sostenimiento no es responsabilidad del Icetex y por lo mismo no se le puede adjudicar lesión alguna. Al contrario, ha procedido de conformidad con los reglamentos, cuyo desconocimiento sí generaría vulneración al derecho a la igualdad de quienes, en condiciones similares, sí cumplieron los requisitos determinados para obtener ese beneficio; c) la entidad suministró respuesta clara y de fondo a la petición presentada por el demandante, mediante oficio remitido a su correo electrónico y a su lugar de residencia, motivo por el cual se configuró un hecho superado; d) la acción de amparo es improcedente ante la ausencia del presupuesto de inmediatez, como quiera que el actor presentó la tutela en “el mes de junio de 2017” (sic) tuvo conocimiento del hecho que dio origen a la supuesta vulneración, desde el mes de “agosto de 2018” (sic), fecha en la que le fue adjudicado el crédito y se le informó de la imposibilidad de otorgarle el auxilio económico de sostenimiento. Es decir, el citado señor acudió a la acción constitucional luego de más de nueve meses contados a partir de aquel momento y no se encuentra probada causa válida que justifique esa demora y e) el subsidio de sostenimiento no configura como tal un derecho fundamental ni su falta de reconocimiento genera de manera directa transgresión al derecho a la educación, pues el accionante se encuentra cursando su semestre académico, sin que aquella circunstancia haya sido causal suficiente para abandonar sus estudios. Por tanto, el carácter del debate se torna en netamente económico, sin que la tutela, por su naturaleza subsidiaria, sea el mecanismo para dirimirlo.
3. Mediante sentencia del 22 de octubre último, la juez de conocimiento concedió el amparo reclamado y ordenó al Icetex liquidar los valores más los intereses del subsidio correspondiente a las vigencias 2019-I y 2019-II e iniciar los trámites pertinentes para su pago y el de los siguientes periodos hasta la terminación del programa académico.
Para decidir así, empezó por señalar que en este caso se satisface el presupuesto de la inmediatez ya que si bien el actor es beneficiario de crédito educativo otorgado en el mes de diciembre de 2015 y solo hasta el 2017 solicitó el subsidio de sostenimiento, el cual fue negado, aquella circunstancia pone en riesgo el mínimo vital del citado señor. También se cumple el requisito de la subsidiariedad porque el demandante agotó el trámite regular y aunque la falta de reconocimiento de ese beneficio aún no generado un perjuicio irremediable, podría ocasionarlo “si llegase a desembocar en la no continuación de los estudios”. Respecto al fondo del asunto dijo que de conformidad con las pruebas aportadas y las manifestaciones de las partes, la negativa en la adjudicación del subsidio de sostenimiento obedeció a que no se encontraron registros del accionante en la base de datos del Sisbén, debido a que para el año 2015 aparecía inscrito con tarjeta de identidad y no con la cédula de ciudadanía; según la constancia expedida por el Sisbén, el demandante se encuentra reportado desde el 2009. Aunque el Icetex manifiesta no ser responsable de esa información, ya que esta es administrada por el DNP, lo cierto es que sí está facultada para verificar que el interesado efectivamente no se encuentre reportado; es decir, incurrió en omisión al no tener encuentra aquella inscripción.   
4. Inconforme con el fallo, la Jefe de la Oficina Asesora Jurídica del Icetex lo impugnó. Adujo: a) esa entidad está impedida para otorgar beneficios contrarios a las normas que regulan las líneas de crédito; b) el Icetex no ha incurrido en acción u omisión que perjudique los derechos fundamentales del actor, ya que, por el contrario, coadyuvó su acceso a la educación superior; c) existen otros mecanismos de defensa judicial para resolver el debate de contenido económico que plantea el citado señor, razón por la cual el juzgado de primera instancia no podía invadir la órbita del juez natural, máxime cuando dejó de acreditarse la existencia de un perjuicio irremediable y d) en cumplimiento del fallo de tutela, se procedió a autorizar los giros por subsidio de sostenimiento, de los periodos 2019-1 y 2019-2.
C O N S I D E R A C I O N E S 
1. La acción de tutela permite a toda persona reclamar ante los jueces, mediante un procedimiento preferente y sumario, la protección de sus derechos fundamentales cuando quiera que resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de cualquier autoridad pública o aun de los particulares, en los casos que reglamenta el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991. 

2. Corresponde a la Sala resolver si la acción de amparo procede para ordenar al Icetex reconocer y pagar el subsidio de sostenimiento que fue negado por esa entidad porque el actor carecía de registro en el Sisbén, bajo su documento de identificación, para el momento en que se adjudicó el crédito estudiantil. De serlo, se determinará si con esa decisión se incurrió en vulneración de los derechos de que es titular el demandante. 

3. Las pruebas incorporadas al expediente acreditan los siguientes hechos: 

3.1 El señor Cristian Etiven Quelal Enríquez es beneficiario de crédito educativo otorgado a partir del 18 de diciembre de 2015, para cursar el programa de medicina en la Fundación Universitaria Autónoma de Las Américas
.
3.2 El citado señor cuenta con un puntaje Sisbén III que asciende a 29,66 e ingresó a ese registro el 6 de octubre de 2009
.
3.3 Por oficio del 17 de octubre último, la Dra. Évelyn Carolina Avendaño Castro, funcionaria del Icetex, con ocasión a la solicitud formulada por el actor para obtener el reconocimiento del subsidio de sostenimiento, informó, luego de hacer alusión a la línea de crédito estudiantil de que es beneficiario y la fecha en que se otorgó, que el Sisbén es una herramienta de focalización autorizada por el Gobierno para el manejo de programas sociales y sus bases de datos son administradas por el DNP. Para efecto de acceder al otorgamiento de subsidios, el Icetex consulta la información allí reportada para el momento en que se solicitó el crédito “por parte del estudiante y con base en la información suministrada… en materia de documento de identificación”. Es decir que la ayuda económica pedida se concede previa validación del cumplimiento de requisitos en el proceso de adjudicación, mas no en etapas posteriores; las condiciones con que se evalúa la solicitud del préstamo, a nivel del Sisbén o de población vulnerable, no podrán ser modificadas por su beneficiario. De acuerdo con lo señalado, al validar el caso de Cristian Etiven Quelal Enríquez se evidencia que a la fecha de la adjudicación del crédito estudiantil, 18 de diciembre de 2015, no se hallaba registrado en la base de datos generada por el DPN “con documento de identidad No. 1085334668, por lo anterior no procede el otorgamiento del subsidio de sostenimiento”
.
4. Uno de los principios que caracterizan la tutela es el de la inmediatez, en virtud del cual, a pesar de no existir un término de caducidad para instaurarla, quien considere lesionado un derecho fundamental del que es titular, debe acudir a ese mecanismo excepcional de defensa judicial en un plazo razonable y oportuno a partir de la ocurrencia del hecho que le causa el agravio.

Así se ha considerado por el precedente de la Corte Constitucional que sobre el particular ha dicho
:

“115. Empero, la inexistencia de un término de caducidad de la acción de tutela no implica per se que dicha acción pueda presentarse en cualquier tiempo, por cuanto una de las principales características de este mecanismo de protección es la inmediatez, por consiguiente, la doctrina constitucional ha señalado que el recurso de amparo aludido debe formularse dentro de un plazo razonable que permita la protección inmediata del derecho fundamental presuntamente transgredido y/o amenazado
.

 

116. Esta limitación de carácter temporal reprocha la negligencia, el descuido o la incuria en la utilización de este mecanismo, debido a que constituye un deber del tutelante evitar que transcurra un lapso excesivo, irrazonable o injustificado entre el momento de ocurrencia de la actuación u omisión que causa la amenaza o vulneración de las garantías constitucionales y la presentación de la acción de tutela
.”

En este caso, como ya se indicara, el actor encuentra lesionados sus garantías fundamentales en la falta de concesión del subsidio de sostenimiento, al que dice tener derecho.

Este hecho se produjo el 18 de diciembre de 2015, ya que en esa fecha se llevó a cabo la adjudicación del crédito académico, momento para el cual se define también lo relativo al reconocimiento de aquel subsidio, tal como se deduce de los hechos de la demanda y lo explicó la entidad demandada.
Sin embargo, solo el 11 de octubre de este año se solicitó protección constitucional
. Es decir, que transcurrieron más de tres años desde el momento en que la entidad accionada se abstuvo de reconocer el mencionado subsidio, sin que haya actuado el actor con la urgencia y prontitud con que ahora demanda el amparo y no se advierte la existencia de una justa causa que explique los motivos por los que permitió que el tiempo transcurriera sin promover la acción ya que ninguna consideración al respecto hizo en la demanda con la que se inició el proceso que permitía deducirla.
Así las cosas, tal como lo planteó la entidad demandada, el amparo reclamado resulta improcedente, pues si el actor consideró afectados sus derechos fundamentales con la citada decisión, ha debido acudir ante los jueces constitucionales dentro de un término razonable en busca de su protección. Empero, como a ello no procedió, se permite inferir el desinterés de su parte en lograr un amparo oportuno.

6. La Sala no comparte el análisis que sobre la materia realizó la funcionaria de primera instancia, quien, como ya se expresara, estimó satisfecho el requisito que se trata porque en este caso se encuentra en riesgo el mínimo vital del promotor de la acción, con fundamento en que si efectivamente con el proceder de la demandada se causa algún agravio a ese derecho fundamental, no se entienden los motivos que llevaron al accionante a actuar con tanta demora. Al contrario si el citado señor pudo cursar los siete semestres del programa universitario, sin necesidad de la citada ayuda económica, se puede presumir que al menos cuenta con una fuente de ingresos que le ha permitido garantizar su mínimo sostenimiento desde el inicio de la carrera.
7. En conclusión, se revocará el fallo que se revisa y se declarará improcedente el amparo por la insatisfacción del presupuesto de inmediatez. 

8. Para finalizar, es necesario señalar que aunque en el auto que concedió la impugnación se indicó que la parte accionante lo había interpuesto y así se concedió, lo cierto es que el único recurso de que fue objeto la providencia de primera instancia fue el formulado por la entidad demandada, por lo que se entiende que a ello se procedió por un mero error de escritura y por lo mismo esta Sala no vio la necesidad de adoptar medidas para subsanarlo.
Por lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,
R E S U E L V E

PRIMERO: REVOCAR la sentencia proferida por el Juzgado Primero Civil del Circuito Especializado en Restitución de Tierras de Pereira, el 22 de octubre pasado, dentro de la acción de tutela promovida por el señor Cristian Etiven Quelal Enríquez contra el Icetex, a la que fue vinculada la Dra. Évelyn Carolina Avendaño Castro, funcionaria de esa entidad. En su lugar, se declara improcedente el amparo invocado. 
SEGUNDO: Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.
TERCERO: Como lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.
Notifíquese y cúmplase,

Los Magistrados,




CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS




DUBERNEY GRISALES HERRERA




EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
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� Sentencia T-079 de 2018 Magistrado Ponente: Carlos Bernal Pulido


� Corte Constitucional, Sentencia T-291 de 2017.
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